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Instituto Español para la 
Reducción de los Desastres 

 

JORNADA TÉCNICA 

Actas de la jornada sobre actuación 
de los intervinientes en supuestos de 

fallecimiento en domicilio 
 

 

 

En Cádiz, a 24 de febrero de 2015. 

 

Acto de apertura 

En el Salón de Grados de la Facultad de Medicina de Cádiz, a las 16:00 horas, 

da comienzo la “Jornada técnica sobre actuación de los intervinientes en supuestos de 

fallecimiento en domicilio”, organizada por el Instituto Español para la Reducción de 

Desastres (IERD). 

El acto de apertura corrió a cargo del señor decano de esta Facultad, D. Antonio 

Lorenzo Peñuela, quien da la bienvenida a los asistentes y realiza una breve 

presentación del acto. 

A continuación, el presidente del IERD, D. José Antonio Aparicio Florido, 

agradece su presencia a los asistentes, el trabajo de los voluntarios encargados de la 

preparación del acto y especialmente el interés del señor decano al poner a disposición 

del IERD los medios humanos y materiales de la institución a la que representa para la 

celebración de esta jornada técnica. En su intervención explica el origen y naturaleza del 

IERD como primera sociedad científica dedicada a la investigación en materia de 

emergencias y protección civil, y a la difusión del conocimiento que la humanidad 

posee sobre los riesgos colectivos y la gestión de los desastres. 
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Por último toma la palabra el tesorero del IERD y coordinador de la jornada, Dr. 

D. Fernando del Águila Torres, para agradecer su colaboración a todas las instituciones 

y personalidades presentes en el acto, pasando a explicar la mecánica de desarrollo de la 

presente jornada técnica en la que los ponentes irán interviniendo sucesivamente en seis 

mesas temáticas. Al final de las exposiciones se concederá tiempo para el debate y el 

turno de preguntas. 

 

1ª Mesa. Actuaciones de 061 y DCCU. 

La primera intervención de esta primera mesa corre a cargo del Dr. D. Antonio 

Fernández Natera, director del DCCU, quien comienza su disertación aportando como 

dato estadístico que entre el 1 de enero y el 20 de febrero de este año 2015 los equipos 

médicos del DCCU Bahía de Cádiz han realizado un total de 3.348 asistencias sanitarias 

de las cuales 176 fueron casos de muerte que no llegaron a recibir asistencia, lo que 

supone una media diaria de 3,45 pacientes y un 5,26% del total de pacientes atendidos. 

En estos casos de probable fallecimiento la asistencia es clasificada como de prioridad 

2, asignándose un recurso en función del Plan Operativo de Urgencias y Emergencias y 

certificándose el éxitus mediante tira de monitorización EKG. Posteriormente la 

funeraria localiza al equipo médico que realizó la asistencia y se procede a la firma del 

certificado médico de defunción. 

El 10 de mayo de 2013 se procedió a la firma de un acuerdo de colaboración 

entre las Consejerías de Justicia e Interior y Salud para unificar precisamente las 

actuaciones del personal sanitario y médico forense de la Comunidad Autónoma de 

Andalucía para casos de defunción, en el que se desarrollan las pautas a seguir en los 

diferentes supuestos que se puedan presentar. 

Siguiendo las directrices de este acuerdo, en los casos de intervención en 

fallecimientos de los equipos médicos del 061 y DCCU el facultativo tiene dos 

opciones: 

1ª) Cumplimentar el certificado médico de constatación de la muerte 

(Documento 1 del acuerdo) dirigido al médico que corresponda de su centro 

de salud, quien a la vista del mismo y de la historia clínica del paciente 

emitirá el certificado médico de defunción (CMD) en impreso editado por el 

Consejo General de la Organización Médica Colegial. 

2ª) Cumplimentar él mismo el certificado de defunción ya sea durante la 

intervención o incluso más tarde en su centro base, una vez que la funeraria 

le aporte el impreso oficial de certificación. 

Si la intervención se produjera con carácter urgente en la vía pública el 

procedimiento no varía, salvo que la muerte se hubiera producido en ausencia de 

testigos. En tal caso, aun cuando no se aprecien signos de violencia, el fallecimiento se 

convierte ―según se especifica en el acuerdo― en muerte sospechosa de criminalidad y 

por tanto se deberá comunicar al juzgado de guardia empleando para ello el modelo del 

Documento 2 del citado acuerdo. 
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Las dificultades de este procedimiento se presentan cuando no se encuentra al 

médico de familia que debe certificar el fallecimiento, sumado a la presión familiar para 

que se determinen prontamente las causas exactas del fallecimiento y se proceda a una 

rápida disposición del cadáver. Los cambios de turno entre los equipos médicos 

complican además estas situaciones. Otra cuestión no menos importante es la dudosa 

validez legal del documento de certificación de fallecimiento que se adjunta en el 

mencionado acuerdo de la Junta de Andalucía como Documento 1 ―en una exposición 

posterior de esta jornada técnica quedará confirmado la nulidad de este documento, 

habida cuenta de que el único documento válido es el certificado médico de defunción 

editado por el Colegio Oficial de Médicos―. Problemas adicionales son la elevada 

carga asistencial que implica una difícil localización de los equipos médicos o las 

intervenciones que recaen sobre equipos médicos procedentes de otras localidades. 

El siguiente ponente de esta mesa, Dr. D. Marcos Moreno-Chaparro Sánchez, 

médico del Servicio Provincial de Cádiz del EPES 061, expone en un primer lugar la 

doble participación del 061 en la asistencia a difuntos: 1º) recibiendo demandas de 

asistencia y consultas por los profesionales en el Centro Coordinador de Urgencias y 

Emergencias Sanitarias del 061, y 2º) en el marco de la labor asistencial de los propios 

equipos de emergencias. 

Seguidamente presenta la “Operativa en caso de defunción de un paciente 

asistido”, que se recoge en el mapa de procesos de EPES y que establece quién y en qué 

situaciones se van a certificar las muertes naturales en función de la hora y día, 

garantizando siempre la certificación por parte del médico del 061 cuando no haya otro 

facultativo que la haga. 

Posteriormente el ponente describe el papel fundamental de los tres documentos 

utilizados para señalar la muerte y su consideración: 1º) la historia clínica, en la que se 

recogen todos los datos independientemente de la naturaleza de la muerte; 2º) el parte 

de lesiones, que se utiliza para comunicar los datos medicolegales en las muertes en las 

que se sospeche violencia o alguna criminalidad; y 3º) el certificado de defunción, 

aportado por las funerarias para certificar las muertes naturales. 

Finalmente concluye su intervención señalando las principales inquietudes de los 

profesionales de su institución, que resume en cuatro puntos: 

1. Decidir, en los casos de muerte natural, si certifican los médicos 

intervinientes o si certifica el médico de cabecera. 

2. Decidir si se certifican como naturales las muertes sin indicios de violencia o 

criminalidad de las que no se conoce su historia clínica ni la causa de la 

muerte. 

3. Saber cuáles son los indicios de muerte violenta y las sospechas de 

criminalidad. 

4. Saber cómo establecer la causa y hora de la muerte. 
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2ª Mesa. Actuaciones de los servicios funerarios. 

D. Álvaro Pérez Velasco, gerente de la empresa de servicios funerarios Albia, 

plantea como uno de los problemas fundamentales a la hora de intervenir los servicios 

funerarios la dificultad que en no pocas ocasiones existe para localizar al facultativo que 

pueda o deba certificar la defunción de un fallecido, sobre todo cuando el centro de 

salud correspondiente se encuentra fuera del horario de atención al público o el médico 

de familia no se encuentra localizable. 

Cuando una persona fallece en su domicilio, la práctica habitual es que los 

funerarios toman el documento de asistencia del 061 o DCCU y lo llevan al centro de 

salud que corresponda al finado para que el médico correspondiente firme el certificado 

médico de defunción en el impreso oficial. Si el centro de salud se encuentra fuera del 

horario de atención al público o el médico de cabecera no está localizable, la familia 

tiene que esperar un tiempo angustioso e innecesario para poder proceder al traslado del 

cadáver hasta el tanatorio. Las funerarias actúan en todos los casos como intermediarias 

entre la familia y el médico que certifica la defunción. 

Al final de su intervención el ponente aboga por que se establezca un 

procedimiento de certificación sencillo y rápido que evite las demoras innecesarias que 

solo contribuyen a aumentar la desazón entre los familiares del fallecido. 

 

3ª Mesa. Actuaciones de la policía judicial. 

El primer ponente de esta tercera mesa, D. Francisco Rivero García, oficial del 

Grupo Operativo de la Unidad Adscrita a los Tribunales de la Brigada Provincial de la 

Policía Judicial (Cuerpo Nacional de Policía), expone que el trabajo de su Unidad 

empieza cuando el médico interviniente decide no firmar el certificado de defunción por 

considerar que existen indicios de violencia. Igualmente explica tanto la organización 

como el modo en que opera dicha unidad policial. 

A continuación interviene D. Francisco Linero Pascual, Jefe del Equipo de 

Delitos contra las Personas de la Policía Judicial (Guardia Civil), informando en primer 

lugar de los cuatro niveles de intervención policial en caso de muerte por posible delito: 

1º. Sencillo. 

2º. Violencia oculta. 

3º. Aparentemente violento. 

4º. Violencia evidente. 

Versa su intervención en casos recientes de intervención por muerte violenta, el 

modo en que se actuó en cada escenario, los medios para encontrar pistas que permitan 

la identificación de las víctimas y los resultados de las investigaciones. En algunos 

casos los servicios de investigación de la policía han llegado incluso a publicar en los 
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medios de comunicación fotografías de cadáveres hallados de personas desconocidas a 

las que se ha podido identificar gracias a la colaboración ciudadana. Es el caso de un 

anciano hallado muerto en Salou en el año 2003. 

Destaca la necesidad de que los primeros intervinientes preserven la escena del 

crimen de forma que no se contaminen las posibles pruebas válidas para la posterior 

investigación. Sorprende que en algunas intervenciones policiales escenarios que 

aparentemente apuntan a una muerte por homicidio luego se demuestran suicidios 

confirmados por estudios de patología forense. La preparación de las unidades 

especiales de la policía así como su coordinación con los médicos forenses son claves 

para determinar las causas de una muerte violenta. Por ello los facultativos que acudan 

en primer lugar al reconocimiento de un cadáver encontrarán un apoyo esencial en estas 

brigadas judiciales. 

 

Mesa 4. Inscripción de la defunción en el Registro Civil. 

Interviene en primer lugar en esta mesa D.ª Eva María Cobeña Rondán, 

secretario del Juzgado de Primera Instancia  núm. 5 con funciones de Registro Civil, 

para hablar sobre la inscripción de las defunciones en el Registro Civil, exponiendo las 

normas legales que regulan la obligatoriedad de expedir el certificado médico de 

defunción y su posterior inscripción en el Registro Civil. 

El Real Decreto 63/1995 de 20 de enero, sobre ordenación de las prestaciones 

sanitarias de carácter documental, establece que los ciudadanos tienen derecho a que se 

extienda certificado acreditativo de su estado de salud, lo cual es una obligación que las 

Administraciones públicas e instituciones sanitarias deben cumplir de forma gratuita, 

esto es, sin coste alguno para el paciente. En este sentido resalta que la certificación de 

una defunción es un acto médico más que cumple una doble función: administrativa y 

estadística. Con respecto a su función administrativa, el certificado médico de defunción 

(CMD) es el documento médico-legal que acredita fidedignamente la muerte de una 

persona y debe ser correctamente cumplimentado en todos sus apartados. En cuanto a su 

función estadística, este certificado es imprescindible, ya que de él se extraen los datos 

que pasarán posteriormente al boletín estadístico de defunciones que elabora el Registro 

Civil, de donde pasará posteriormente al Instituto Nacional de Estadística (INE), 

organismo en el que se realizan las estadísticas de mortalidad, codificando las causas de 

la muerte de acuerdo con la clasificación internacional de enfermedades. 

En lo que respecta a la función estadístico-epidemiológica, se debe tener siempre 

presente que los datos contenidos en el certificado médico de defunción facilitan tres 

resultados importantes: 

1. Los patrones acerca de las causas de mortandad en nuestra sociedad. 

2. La valoración sobre la incidencia y prevalencia de determinadas 

enfermedades. 

3. El diseño y la ponderación de las políticas sanitarias. 
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No obstante, advierte que como tal registro epidemiológico el CMD tiene poca 

fiabilidad debido precisamente a la falta de rigor a la hora de cumplimentar 

correctamente la causa de la muerte. 

 Aclarando las dudas sobre quién debe certificar la defunción de una persona, 

D.ª Eva María Cobeña remite al art. 274 del Reglamento del Registro Civil en el que se 

dice explícitamente que “el facultativo que haya asistido al difunto en su última 

enfermedad o cualquier otro que reconozca el cadáver enviará inmediatamente al 

Registro parte de defunción en el que, además del nombre, apellidos, carácter y número 

de colegiado del que lo suscribe, constará que existen señales inequívocas de muerte, su 

causa y, con la precisión que requiera, fecha, hora, lugar del fallecimiento y menciones 

de identidad del difunto, indicando si es conocido de ciencia propia o acreditada y, en 

ese supuesto (referido al de ciencia acreditada), documentos oficiales examinados o 

menciones de identidad de persona que afirme los datos, la cual también firmará el 

parte”. Dicho de otro modo, el facultativo que debe certificar la defunción no es solo su 

médico de cabecera sino cualquier otro que reconozca el cadáver. Si el facultativo no 

contase con suficientes datos de identificación esto no sería motivo para no certificar la 

muerte, sino que las menciones de identidad desconocidas se suplirán por los nombres o 

apodos, señales o defectos de conformación, edad aparente u otros datos identificativos 

como vestimenta, papeles u otros objetos encontrados con el difunto, reseñando todo 

ello por diligencia en folio suelto. De no poderse expresar tampoco la hora, fecha y 

lugar del fallecimiento, se indicarán los límites máximo y mínimo del tiempo en que 

debió ocurrir y el primer lugar conocido de localización del cadáver. 

Si no se lleva a cabo el CMD o los datos contenidos en él resultaran incompletos 

o contradictorios el médico forense actuaría como perito del Registro Civil para la 

práctica de diligencias complementarias de comprobación. Ahora bien, si durante el 

examen de un cadáver el médico que requerido para certificar la muerte de un fallecido 

(no siendo el que haya asistido al difunto en su última enfermedad) detecta señales de 

violencia o indicios de criminalidad, en este caso no procederá a cumplimentar el CMD, 

debiendo contactar con el juzgado de guardia para que sea el médico forense el que 

realice el informe de autopsia y emprenda las gestiones judiciales. El informe del 

forense servirá de base para que el juzgado de guardia emita la carta orden, que es en 

definitiva el documento clave que permitirá la inscripción del fallecimiento en el 

Registro Civil. 

Con respecto al actual modelo de CMD en vigor desde el 1 de enero de 2009, la 

principal novedad es que en éste se han refundido el CMD propiamente dicho y el 

Boletín Estadístico de Defunción (BED), aunque los facultativos solo deberán 

cumplimentar el primero, es decir, la primera cara, evitando así tener que informar de 

las causas de la muerte por duplicado. Precisamente sobre las causas de la muerte, la 

ponente matiza algunas cuestiones sobre cómo deben cumplimentarse los tres apartados: 

1. Causa inmediata del fallecimiento: viene determinada por la lesión, 

enfermedad o complicación que ha producido la muerte. Se hará constar una 

causa única. Ejemplo: “insuficiencia hepática”. 
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2. Causa intermedia: enfermedad o lesión, si la hay, que haya contribuido a la 

inmediata. Ejemplo: “metástasis hepáticas y pulmonares”. 

3. Causa inicial o fundamental: lesión o enfermedad que inició las alteraciones 

que conducen a la muerte. Ejemplo: “carcinoma de mama”. 

La siguiente presentación corre a cargo del ponente, D. Miguel Ángel García 

Estévez, secretario del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Cádiz, quien versa su 

intervención en las actuaciones que realiza el juzgado en casos de muerte violenta o con 

indicios de delito. Estas actuaciones son de dos tipos: 

a) Actuación judicial, consistente en efectuar las diligencias oportunas para 

poder proceder al levantamiento del cadáver. 

b) Actuación registral, conducente a la emisión de la carta-orden para la 

inscripción del fallecimiento y posterior enterramiento del fallecido. 

 Para llevar a cabo la diligencia de levantamiento de un cadáver se aplica la Ley 

de Enjuiciamiento Criminal, que en sus arts. 334 y 335 señala que, una vez hallado el 

cuerpo, el juez instructor describirá detalladamente su estado y circunstancias, y 

especialmente todo aquello que tenga relación con el hecho punible, siendo el secretario 

judicial quien extenderá diligencia expresiva del lugar, tiempo y ocasión en que tales 

cosas hubieran sido encontradas, describiéndolas minuciosamente para que se pueda 

formar idea cabal de las mismas y de las circunstancias de su hallazgo. También en el 

art. 778.6 de la misma Ley se dice que el juez podrá autorizar al médico forense que 

asista en su lugar al levantamiento del cadáver, adjuntándose en este caso a las 

actuaciones un informe que incorporará una descripción detallada de su estado, 

identidad y circunstancias, especialmente todas aquellas que tuviesen relación con el 

hecho punible. 

 Tras la diligencia de levantamiento del cadáver en caso de las muertes violentas 

o sospechosas de criminalidad, el juzgado de instrucción procede a la redacción de una 

carta-orden, que es un documento jurídico-administrativo basado en los datos tomados 

durante el levantamiento judicial y en los informes de los médicos forenses. Esta carta-

orden cumple una doble función: 

1. Cumplimentar la información para imprimir la orden de inscripción en el 

Registro Civil y posterior orden de enterramiento de la persona fallecida. 

2. Aportar la información de carácter demográfico y las causas externas de 

muerte de la persona fallecida que se recoge en el Boletín Estadístico de 

Defunción. 

 Para concluir, el ponente expone los inconvenientes prácticos que supone la 

judicialización de los fallecimientos ―máxime cuando es aparentemente innecesario― 

por la dificultad o demora en el pago de los seguros de vida que pudieran corresponder 

y la necesidad de contar con una autorización judicial para cualquier actuación posterior 

que se hubiera de realizar sobre los cadáveres. 
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Mesa 5. Actuaciones médico-legales. 

 Por motivos personales y urgentes de última hora el ponente D. Agustín Sibón 

Olano es sustituido por D.ª Estefanía Barrera Pérez, médico forense del Instituto de 

Medicina Legal de Cádiz, quien basando su intervención en la presentación elaborada 

por el anterior para esta jornada técnica pone de manifiesto el cada vez mayor aumento 

de intervenciones judiciales que se están produciendo anualmente en muertes que 

debieran haber sido certificadas como naturales y que por consiguiente se están 

judicializando innecesariamente. Por aportar un dato ilustrativo, en 2006 se practicaron 

434 autopsias frente a las 620 de 2013 en clara tendencia ascendente interanual. Sin 

embargo el número de muertes violentas en este mismo período ha seguido un proceso 

inverso, decreciendo desde las 274 de 2006 (63,1%) hasta las 251 de 2015 (45,63%) en 

porcentajes calculados sobre el número de autopsias practicadas. 

 Este incremento indeseable de actuaciones judiciales no solo conlleva un 

problema social de prolongación del duelo para las familias de los finados; además, el 

aumento de las autopsias genera un mayor consumo de material y tiempo, que a su vez 

contribuye a desviar la atención de los forenses de otros casos más graves. 

 Esta problemática surge, según la ponente y en sintonía con la opinión del 

forense D. Agustín Sibón, por varias cuestiones: 

a) El miedo a certificar la muerte por parte del facultativo interviniente. 

b) El desconocimiento de la legislación. 

c) El desconocimiento o mal uso de otras alternativas como son las autopsias 

clínicas. 

d) El desconocimiento del acto médico a realizar para el reconocimiento del 

cadáver y la recogida de los antecedentes clínicos. 

 Es importante entender que es muerte natural aquella en la que no ha intervenido 

una fuerza extraña al organismo, no se ha ejercido ninguna violencia física, no existe 

culpabilidad de una tercera persona o es consecuencia de un proceso morboso 

(enfermedad) natural del cuerpo ya sea de tipo infeccioso, degenerativo, tumoral, etc. 

Por el contrario, se debe sospechar muerte violenta en caso de que se haya ejercido 

violencia o haya intervenido una fuerza extraña al normal fisiologismo, o se sospeche la 

participación activa o pasiva de una tercera persona en el desencadenamiento de la 

muerte. Dicho esto, no todas las muertes súbitas tienen por qué ser sospechosas de 

criminalidad. Para que lo sea es necesario que se desconozca el diagnóstico. Las 

muertes sospechosas de criminalidad se presentan bajo el signo de la sospecha y de la 

duda, especialmente cuando acontecen de forma repentina en una persona 

aparentemente sana o cuando las circunstancias de lugar y tiempo impiden un 

diagnóstico preciso de la causa inmediata. 

 Si nos encontramos ante un caso claro de muerte natural, la ponente recuerda 

que el Código de Ética y Deontología Médica en su art. 6 establece que, aunque es el 

médico que haya tenido la mayor carga asistencial sobre el paciente el que tiene la 
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mayor responsabilidad a la hora de cumplimentar el certificado de defunción, no es 

deontológicamente aceptable rehuir el compromiso de certificarla por parte de otro 

facultativo siempre que se haya presenciado la muerte, se conozca al paciente o se esté a 

disposición de la historia clínica. Este deber de certificación no es una opción sino una 

obligación del facultativo, que no debe temer por su responsabilidad en el desempeño de 

esta obligación legal siempre y cuando no se oculten datos a propósito, se esté 

encubriendo un posible delito o se incurra en falsedad documental del certificado. Un 

diagnóstico equivocado en base a los conocimientos profesionales en materia de salud, 

antecedentes clínicos del paciente y circunstancias contextuales no es reprobable al 

médico que certifica el fallecimiento y menos aún incurrirá en responsabilidad. 

El segundo ponente de esta mesa es D. Miguel Ángel Vizcaya Rojas, profesor 

titular de Medicina Legal y Forense de la Facultad de Medicina de Cádiz, quien 

comienza su exposición haciendo referencia al acuerdo ya mencionado por el ponente 

D. Antonio Fernández Natera firmado en mayo de 2013 entre las Consejerías de Salud y 

Justicia e Interior de la Junta de Andalucía en el que se haya establecido un protocolo de 

actuación precisamente para afrontar los casos de certificación de fallecimientos. En 

dicho acuerdo se establecen las condiciones en las que existe obligatoriedad de expedir 

el certificado de defunción en casos de muerte natural y en las que nos encontramos 

ante casos de muerte violenta o sospechosa, donde es preceptiva la intervención del 

forense. Aclara que cualquier médico colegiado puede expedir el certificado de 

defunción. 

Cerrando esta mesa interviene D.ª Mercedes González Rodríguez-Salinas, 

médico forense y directora del Instituto de Medicina legal de Cádiz, quien inicia su 

presentación afirmando, en coincidencia con los ponentes anteriores, que la 

judicialización sin causa justificada de las muertes naturales constituye un problema 

judicial, sanitario y sobre todo social, por el impacto emocional que supone para los 

familiares de los fallecidos. Incide también en que los facultativos deben guardar una 

estricta observancia del art. 274 del Reglamento del Registro Civil, cuyo contenido ya 

ha sido expuesto con anterioridad por la ponente D.ª Eva María Cobeña Rondán, y del 

art. 343 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que establece que en los casos de muerte 

violenta o sospechosa de criminalidad, aun cuando por la inspección exterior pueda 

presumirse la causa de la muerte, se procederá a la autopsia del cadáver por los médicos 

forenses, o en su caso por quienes el juez designe. 

Recuerda también como ya hicieron A. Sibón y E. Barrera que según señala el 

art. 6 del Código de Deontología Médica no es aceptable rehuir el compromiso de 

certificar una muerte si se ha presenciado la misma, se conoce al paciente o se tiene a 

disposición la historia clínica. 

El 28 de noviembre de 2011 se suscribió un protocolo general de colaboración 

entre las Consejerías de Justicia e Interior y Salud para el desarrollo de actuaciones 

conjuntas en materia de formación y cooperación entre los servicios sanitarios del 

Servicio Andaluz de Salud y los servicios forenses de los Institutos de Medicina Legal 

de Andalucía. En este marco de colaboración se aprobó este acuerdo en materia de 

defunción el 10 de mayo de 2013, que nació como una guía de buenas prácticas para 

unificar actuaciones en casos de defunción. 
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Los diferentes supuestos contemplados en dicho acuerdo son: 

1) Muerte natural como final de enfermedad y muerte repentina. 

2) Muerte súbita. 

3) Muerte violenta. 

4) Muerte sospechosa de criminalidad. 

5) Cadáveres sin identificar. 

Con respecto a las muertes naturales como final de enfermedad y muerte 

repentina se contemplan a su vez cinco escenarios distintos: 

a) Estando hospitalizado. 

b) En servicios de urgencias. 

c) En residencia geriátrica. 

d) En domicilio particular. 

e) En la vía pública. 

En los casos de muerte violenta, el protocolo recoge una recomendación 

vinculante del Consejo de Europa que establece que las autopsias médico legales deben 

realizarse siempre bajo orden judicial en todas las muertes evidentes o sospechosas de 

causas no naturales y en particular en los siguientes casos: 

a) Homicidio o sospecha de homicidio. 

b) Muerte súbita e inesperada, incluyendo el síndrome de muerte súbita del 

lactante (SMSL). 

c) Cualquier violación de los derechos humanos como sospecha de tortura o 

cualquier forma de mal trato. 

d) Suicidio o sospecha de suicidio. 

e) Sospecha de mala praxis médica. 

f) Accidentes de circulación, laborales y domésticos. 

g) Enfermedad y riesgos laborales. 

h) Desastres tecnológicos y naturales. 

i) Muertes durante detenciones o muertes en actividades policiales o militares. 

j) Cuerpos no identificados o restos óseos. 
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k) Intervalo post-mortal muy prolongado (estado de putrefacción). 

En lo que respecta a los cadáveres sin identificar, se sigue la recomendación 

núm. (99) 3 del Consejo de Europa para la armonización metodológica de las autopsias 

médico legales, que incluye los cuerpos no identificados o restos óseos entre los 

supuestos en los que se recomienda practicar la autopsia médico legal. 

Para los supuestos de muerte natural el acuerdo establece que el facultativo que 

asiste al difunto en su última enfermedad o aquel que lo reconoce tras su muerte está 

obligado a cumplimentar el certificado médico de defunción en el impreso oficial del 

órgono médico colegial o un certificado médico especial en la que la única realidad que 

se acredita es la muerte a efectos de realizar la autopsia clínica ―las muertes no 

naturales deben ser comunicadas a la autoridad judicial―. 

 

Mesa 6. Causas de responsabilidad penal por acción y omisión en la 

emisión facultativa del certificado de defunción. 

Toma la palabra en primer lugar el fiscal D. Ángel Núñez Sánchez determinando 

que en materia de certificación de defunciones prácticamente no encuentra por su parte 

responsabilidad penal tanto por la certificación como por la no certificación de una 

defunción, salvo en aquellos casos en los que su emisión u omisión vaya acompañada 

de un acto ilícito de falsedad, encubrimiento u otros supuestos de similar índole. 

Consultada la jurisprudencia, no ha encontrado sentencia alguna contra ningún 

facultativo por el mero error en la certificación, error en la cumplimentación de un 

certificado de defunción o negación a certificarla, siempre y cuando no se haya obrado 

de mala fe. No obstante, aboga por que se establezca un acuerdo para clarificar el 

procedimiento a seguir en la certificación de defunción. 

En segundo lugar interviene D. Miguel Fernández Melero, director del Gabinete 

Jurídico del Excmo. Colegio Oficial de Médicos de Cádiz, quien considera que a pesar 

del criterio defendido por el ponente anterior en ocasiones el médico interviniente puede 

verse denunciado por no expedir el certificado de defunción. De hecho hace referencia 

al Estatuto del Colegio Oficial de Médicos de Cádiz donde se recoge como falta 

sancionable la no emisión de acto médico, como es el certificado médico de defunción. 

Por otro lado defiende la necesidad de consultar al médico forense en aquellos 

casos en las que el facultativo albergue dudas sobre las causas de la muerte y al objeto 

de emitir el certificado de defunción de una manera correcta. 

Por último, la magistrada D.ª María Lourdes del Río Fernández coincide como el 

resto de los ponentes en que es obligación del médico interviniente determinar de forma 

inequívoca el fallecimiento de una persona. Ahora bien, sobre las causas de la defunción 

el facultativo solo tiene que establecerlas según la ciencia médica y las circunstancias 

que la rodeen, en cuyo caso el equívoco nunca quedaría penado, siempre que no 

existiera conducta dolosa del facultativo que hubiere actuado según su saber y leal 

entender atendiendo a las circunstancias concurrentes en el supuesto concreto. 
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Debate final. 

En el debate final interviene D. Enrique Cordero, representante de la empresa 

Semyu 112,  preguntando a los ponentes por la vigencia de un protocolo firmado en 

Almería en el año 2013 en el que aborda la cuestión expuesta en esta jornada ténica, 

siendo contestado por D.ª Mercedes González Rodríguez-Salinas explicando que el 

mismo es de aplicación autonómica y por ello válido también para Cádiz. A ello añade 

D. Miguel Ángel Vizcaya Rojas que independientemente de la existencia de este tipo de 

acuerdos solo es necesaria la praxis leges para que los médicos no comentan ninguna 

infracción punible. 

A continuación, el coordinador de Protección Civil de Cádiz, D. José Manuel 

Calvo Hurtado, toma la palabra para expresar las conclusiones a las que ha llegado tras 

finalizar esta jornada técnica entendiendo en su opinión que el principal problema con el 

que se enfrente el médico es el miedo a certificar la defunción de una persona a la que 

no conoce ni ha atendido previamente y en la que una muerte violenta pueda haber 

quedado disimulada como muerte natural. Esta intervención es contestada por D.ª María 

Lourdes del Río Fernández, afirmando que si una muerte natural es posteriormente 

reconocida como muerte violenta no afectaría al médico que certificó la defunción 

siempre y cuando haya actuado conforme a los datos que tenía. 

D. Cándido Baena, médico del 061, hace referencia a la enseñanza que en la 

Facultad de Medicina reciben los alumnos sobre esta cuestión, que es completa, no 

entendiendo por qué ha aumentado tanto el número de autopsias. Si a la recepción de un 

cadáver los forenses tienen claro que se trata de una muerte natural antes de comenzar la 

autopsia, ¿por qué la llevan a cabo? A esta pregunta responde D.ª Mercedes González 

Rodríguez-Salinas, directora del Instituto de Medicina Legal, que en los casos en que se 

judicializa una muerte natural los forenses se ven obligados a hacer el trabajo que tienen 

encomendado, es decir, practicar la autopsia que se les solicite. Si el médico que ha 

atendido al fallecido ha considerado que no debe certificar la muerte al tener dudas 

sobre una posible causa no natural y judicializa el fallecimiento, un criterio contrario 

por parte del médico forense implica una responsabilidad innecesaria sobre todo ante 

futuras reclamaciones o denuncias del entorno familiar. En este sentido, el forense se 

ampara en la misma medicina defensiva en que se apoya el médico que ha decidido no 

certificar la muerte. 

D.ª Virginia Ramírez, médico del DCCU, pregunta cómo se debe actuar ante un 

caso en que un facultativo haya certificado una muerte natural y por el contrario la 

familia del fallecido no esté conforme con este criterio y manifieste dudas sobre una 

posible causa violenta. Como contestación se le indica que es el médico forense quien 

determinaría la conveniencia o no de realizar la autopsia, previa denuncia de la familia 

ante la policía por sospecha de presunta muerte violenta. En una segunda pregunta 

plantea la posibilidad de trasladar un cadáver cumplimentando únicamente el Anexo I 

del convenio de colaboración entre las Consejerías de Salud y Justicia e Interior, a lo 

que se le responde que dicho documento no tiene carácter legal considerándose como 

único documento válido el modelo de certificado médico de defunción expedido por el 

Colegio Oficial de Médicos. 
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Cierra el debate D. Antonio Lorenzo Peñuela, decano de la Facultad de 

Medicina, recordando a los asistentes la posibilidad que siempre existe de consultar al 

forense en caso de duda y la necesidad de poner en marcha en Cádiz las autopsias 

clínicas. 

D. José Antonio Aparicio Florido, presidente del IERD agradece a los ponentes 

su asistencia y adelanta la preparación de un próximo congreso sobre maremotos que se 

celebrará el próximo mes de noviembre en conmemoración del maremoto de Cádiz de 

1755. 

D. Fernando del Águila, tesorero del IERD y coordinador de la jornada técnica, 

aprovecha su intervención final para dejar constancia de las buenas relaciones 

establecidas entre la judicatura y los médicos de cara a aunar futuros criterios en la 

cuestión tratada en esta jornada, dando igualmente las gracias a los ponentes y a los 

asistentes. 


